SEÑOR
JUEZ CIVIL DEL CIRCUITO (Reparto)
DE SAN ANDRES ISLA
E.               S.             D.


Ref.: Actuación Judicial: Acción de Tutela
Accionante: SHIRLY HERNANDEZ PACHECO 
Accionada: SANITAS EPS 


SHIRLEY HERNANDEZ PACHECO, mayor de edad, identificada como aparece al pie de mi firma y en representación del menor  MAIKEL ALEXANDER GUZMAN HERNANDEZ mediante el presente escrito manifiesto a usted que en ejercicio del Derecho de Tutela consagrado en el artículo 86 de la Constitución Política y reglamentado por el decreto 2591 de 1.991, instauro ACCION DE TUTELA en contra de la SANITAS EPS, representada legalmente por la Dra. JANELLY VILLALVA MARTINEZ, o quien haga sus veces, con domicilio en la ciudad de San Andrés Islas, con domicilio en la ciudad de San Andrés Islas, con el fin de solicitar:

Que  se  protejan  el   derecho  fundamental a la seguridad social y eventualmente  a la salud,   que por mandato constitucional (Art.48 Y 49 C.P.) me asiste en calidad de persona vulnerable hallada en circunstancias de debilidad manifiesta, violados por  SANITAS EPS, representada legalmente por la  Dra. JANELLY VILLALVA MARTINEZ  o quien haga sus veces, con domicilio en la ciudad de San Andrés Islas, necesito que por el diagnostico de perturbación de la actividad y de la atención, para lo cual se ordenó remisión a la ciudad de Barranquilla con los servicios complementarios, con el fin de realizar terapias de rehabilitación cognitiva, psicoterapia individual por psicología énfasis en conducta, terapia fonoaudiológica integral con énfasis en conducta,  terapia ocupacional integral énfasis en conducta, interconsulta por medicina especializada, consulta de control o seguimiento por especialista en neurología pediátrica.

Por lo anterior, solicito que SANITAS EPS me brinde un tratamiento integral, consistente en el no solo el suministro de tiquetes, sino la estadía, transporte, alimentación, para poder asistir a las consultas especializadas por el diagnóstico antes mencionado, sino que se haga el cambio de prestador, pues el prestador autorizado que es Neuroavances, realizan dos terapias por semana, y debemos quedarnos en la ciudad de Barranquilla todo un mes sin que pueda llevar al niño al colegio, además, tengo otra menor de edad también con el mismo diagnóstico y no puedo descuidarla.

Por consiguiente, se solicita el cambio de prestador IPS Rangel Rehabilitación que actualmente son prestadores de la EPS Sanitas y cuentan con un servicio integral de salud en fisioterapia, fonoaudiología, terapia ocupacional, psicología y neuropsicología, con quienes se puede realizar mensualmente las terapias de mi hijo.

Se necesita se haga el cambio de prestador para no desmejorar la calidad de vida de mis hijos, pues el niño debe faltar varios meses al colegio para hacer las terapias como lo realiza Neuroavances que es dos terapias por semana y con el prestador IPS Rangel Rehabilitación se puede hacer las terapias toda una semana al mes. 

La EPS no le reconocen el cambio de prestador y necesitamos evitar la repetición de los actos o misivos venerantes de  la violación y la  amenaza  del  derecho  fundamental a la salud, conforme  a  los  hechos  que  más  adelante  relato,  y en cumplimiento del  numeral a) del Artículo 10. De la ley 1751 de 2015  Derechos y deberes de las personas, relacionados con la prestación del servicio de salud. Las personas tienen los siguientes derechos relacionados con la prestación del servicio de salud: a) A acceder a los servicios y tecnologías de salud, que le garanticen una (atención integral, oportuna y de alta calidad;  

Lo anterior lo solicito teniendo en cuenta los siguientes,

HECHOS

PRIMERO: Me encuentro afiliada a la SANITAS EPS, y a mi menor hijo le fue diagnosticado perturbación de la actividad de la atención, y se remite a la ciudad de barranquilla con los servicios complementarios para realizar terapias de rehabilitación cognitiva, psicoterapia individual por psicología énfasis en conducta, terapia fonoaudiológica integral con énfasis en conducta,  terapia ocupacional integral énfasis en conducta, interconsulta por medicina especializada, consulta de control o seguimiento por especialista en neurología pediátrica.

SEGUNDO: El servicio de terapias fue habilitado con Neuroavances, con este prestador se realizan dos terapias por semana, por dos meses y debemos quedarnos en la ciudad de Barranquilla todo un mes sin que pueda llevar al niño al colegio, además, tengo otra menor de edad también con el mismo diagnostico y no puedo descuidarla.

TERCERO: Teniendo en cuenta lo anterior, averigüe si se podía hacer cambio de prestador que hiciera las terapias toda una semana al mes y me informaron que la IPS Rangel Rehabilitación actualmente son prestadores de la EPS Sanitas y cuentan con un servicio integral de salud en fisioterapia, fonoaudiología, terapia ocupacional, psicología y neuropsicología, con quienes se puede realizar mensualmente las terapias de mi hijo.

CUARTO: No obstante, Sanitas se niega en cambiarnos de prestador, simplemente porque solo validan para la ciudad de Barranquilla Neuroavances, no siendo cierta esta información, toda vez que también tienen el servicio con IPS Rangel Rehabilitación y con este prestador puedo manejar la situación con los niños, para que MAIKEL ALEXANDER no pierda clases, ni dejar a la otra niña sin mi cuidado por su condición. 

QUINTO: Es una obligación de la entidad accionada suministrar un servicio integral por el diagnóstico del menor, además que no cuento con los recursos económicos para poder sufragar los gastos y someterme a los costos de traslado y demás. 

SEXTO: Para mi persona, constituye una fragante violación de los derechos fundamentales a la salud, este debe ser integral por mandado constitucional y ratificado con la ley 1751 del 2015, donde nos manifiesta que el tratamiento debe ser integral y completo, donde no predomina que el paciente goce de la atención  requerida para su afectación, sin ningún óbice, como lo es la no existencia de especialistas, la no suscripción de contratos  de la IPS – o prestadores del servicio de salud, La cual hace alusión a la sostenibilidad fiscal del sistema es uno de los puntos clave dentro de la Ley 1751 de 2015 , se perfila que  no puede ser una causal de impedimento para prestar eficiente, oportunamente el servicio de salud y el de goce efectivo para los elementos de accesibilidad, disponibilidad, aceptabilidad y calidad.

CAUSANTES  DEL  AGRAVIO  O  AMENAZA:

Lo es SANITAS EPS cede en San Andrés, Isla.

DERECHO FUNDAMENTAL VIOLADO

Referente a los anteriores hechos estimo que la accionada está violando entre otros los derechos fundamentales a mi persona, consagrados en el artículo 48 de la constitución política, consagra:

Por su parte el artículo 48 de la C.N. dispone que la seguridad social sea un servicio público, de carácter obligatorio que se prestara bajo la dirección, la coordinación y control del Estado, el que en si mismo no es derecho fundamental al menos que analizado el caso en particular, se haga necesario para resguardar la dignidad humana.    

En el Artículo 15. Prestaciones de salud de la Ley 1751 de 2015, El Sistema garantizará el derecho fundamental a la salud a través de la prestación de servicios y tecnologías, estructurados sobre una concepción integral de la salud, que incluya su promoción, la prevención, la paliación, la atención de la enfermedad y rehabilitación de sus secuelas.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                  

Artículo 24. De la ley 1751 de 2015, la cual establece  el Deber de garantizar la disponibilidad de servicios en zonas marginadas. El Estado deberá garantizar la disponibilidad de los servidos de salud para toda la población en el territorio nacional, en especial, en las zonas marginadas o de baja densidad poblacional. La extensión de la red pública hospitalaria no depende de la rentabilidad económica, sino de la rentabilidad social. En zonas dispersas, el Estado deberá adoptar medidas razonables y eficaces, progresivas y continuas, para garantizar opciones con el fin de que sus habitantes accedan oportunamente a los servicios de salud que requieran con necesidad.

 PROCEDENCIA Y LEGITIMIDAD

Esta acción de tutela es procedente de conformidad con lo establecido en los Art. 1, 2, 5 y 9 del decreto 2591 de 1991, ya que lo que se pretende es que se garantice mi derecho a la vida ya a la seguridad social y a toda vez que, la petición consiste en una orden para que  aquel respecto de quien solicite la tutela actúe o se obtenga de hacerlo según el inciso 2º Art.86 de la C.P. siendo únicamente aceptable como otros medios de defensa judicial para los fines de exclusión de la acción de tutela, aquellos que resulten aptos para hacer efectivo  el derecho, es decir, que no tiene tal carácter los mecanismos que carezcan de conducencia y eficacia jurídica para la real garantía del derecho.

Art 15 en su Parágrafo 2° de la ley 1751 de 2015en donde reza: …Sin perjuicio de las acciones de tutela presentadas para proteger directamente el derecho a la salud, la acción de tutela también procederá para garantizar, entre otros, el derecho a la salud contra las providencias proferidas para decidir sobre las demandas de nulidad y otras acciones contencioso administrativas.


DECLARACION JURADA

Para los efectos de que trata el artículo 37 y 38 del Decreto 2591 de 1991, manifiesto bajo juramento que con anterioridad a esta acción no he promovido acción similar por los mismos hechos.

LIBERTAD DE ESCOGENCIA DE LAS INSTITUCIONES PRESTADORAS DEL SERVICIO DE SALUD DENTRO DE LA RED DE LAS E.P.S.

La suscrita considera, para el caso que nos ocupa, SANITAS EPS, no permite hace el cambio de prestador para realizar terapias ordenadas por el médico tratante de mi menor hijo, dado que necesita ser remitido por el diagnostico de perturbación de la actividad y atención, para lo cual le fue programadas citas con especialistas para realizar terapias por su condición, no obstante, con el prestador autorizado que es Neuroavances, realizan dos terapias por semana, y debemos quedarnos en la ciudad de Barranquilla todo un mes sin que pueda llevar al niño al colegio, además, tengo otra menor de edad también con el mismo diagnóstico y no puedo descuidarla.

Por consiguiente, se solicita el cambio de prestador IPS Rangel Rehabilitación que actualmente son prestadores de la EPS Sanitas y cuentan con un servicio integral de salud en fisioterapia, fonoaudiología, terapia ocupacional, psicología y neuropsicología, con quienes se puede realizar mensualmente las terapias de mi hijo.

Se necesita se haga el cambio de prestador para no desmejorar la calidad de vida de mis hijos, pues el niño debe faltar varios meses al colegio para hacer las terapias como lo realiza Neuroavances que es dos terapias por semana y con el prestador IPS Rangel Rehabilitación se puede hacer las terapias toda una semana al mes. 

El artículo 153 de la Ley 100 de 1993 se refirió a los principios del Sistema de Seguridad Social en Salud y, en específico, respecto al de libre escogencia planteó que “El Sistema General de Seguridad Social en Salud asegurará a los usuarios libertad en la escogencia entre las Entidades Promotoras de Salud y los prestadores de servicios de salud dentro de su red en cualquier momento de tiempo”. Asimismo, el artículo 159 de esta ley establece que la libre escogencia y traslado entre entidades promotoras de salud es una de las garantías de los afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud.
 
En el anterior contexto normativo, se ha establecido que la libertad de escogencia es un derecho de doble vía. Por un lado, constituye una facultad que tienen los usuarios para escoger la E.P.S. a la que se afiliarán para la prestación del servicio de salud y la I.P.S. en la que suministrarán tales servicios. Pero, también, es una “potestad que tienen las EPS de elegir las IPS con las que celebrarán convenios y la clase de servicios que se prestarán a través de ellas”. Pese a esto, se ha aclarado que el margen de acción de las E.P.S. para escoger a su red prestadora de salud se encuentra limitado por el deber de garantizar, de cualquier forma, lo siguiente: (i) la pluralidad de I.P.S. con el fin de que los usuarios tengan la posibilidad de escoger; (ii) la prestación integral del servicio y la calidad; y (iii) la idoneidad y calidad de la I.P.S.
 
Respecto a la posibilidad que tienen los usuarios de afiliarse a determinada E.P.S. para la prestación del servicio de salud, planteó la sentencia T-760 de 2008 que era fundamental, al permitir no sólo garantizar el goce efectivo de este derecho, sino también la facultad de los usuarios de “afiliarse a aquellas que demuestren que están prestando los servicios de salud con idoneidad, oportunidad y calidad”. No obstante, la mayoría de las acciones de tutela interpuestas respecto a la libertad de escogencia se relacionan con usuarios que requieren de un tratamiento en una I.P.S. particular, con la cual la E.P.S. no tiene convenio o dejó de tenerlo.
 
La Corte ha establecido que, aun en caso de niños con graves padecimientos de salud, no existe una obligación de las E.P.S. de prestar un tratamiento en una institución no adscrita su red. En ese sentido, ha aclarado la jurisprudencia de la Corte Constitucional que las E.P.S. deben suministrar los servicios de salud, en favor de sus afiliados, pero a través de las instituciones con las que establezcan convenios para el efecto. Sin embargo, como excepciones a esta regla general, se ha precisado que “(…) los afiliados al régimen contributivo pueden recibir atención médica en IPS no adscritas a sus respectivas EPS, en casos como la atención de urgencias, cuando reciban autorización expresa por parte de la EPS para recibir un servicio específico, o cuando se encuentre demostrada la incapacidad, imposibilidad, negativa injustificada o negligencia de la EPS para suministrar un servicio a través de sus IPS”. Así, concluyó la sentencia T-965 de 2007 que los afiliados deben acogerse a las IPS a las que sean remitidos por sus respectivas E.P.S., aunque sus preferencias se inclinen por otras instituciones.
 
Asimismo, otra excepción a la regla general supone contemplar la no interrupción del servicio de salud. En ese sentido, ha considerado la jurisprudencia de la Corte Constitucional que, una vez ha iniciado su prestación, tal no puede ser interrumpido súbitamente. En efecto, se ha considerado que:
 
“(…) debe ser obligación de las entidades promotoras de salud garantizar un empalme en el diagnóstico de la enfermedad y la modalidad de tratamiento o procedimiento médico que se le realice a los usuarios, en caso tal en que se realice un cambio en el médico tratante o en la institución prestadora de servicios, especialmente cuando se esté en frente de pacientes que requieren el suministro de un medicamento o tratamiento médico permanente y sucesivo”.

En el caso que nos ocupa, la entidad accionada ha mostrado una actitud  negligente   en el cambio de prestador de servicio, debe darle prelación por ser una persona de especial sujeción , razón a la cual debe prosperar la acción de tutela, ante  la  necesidad  de proteger el derecho fundamental   a   la   salud   en   conexidad   a  la vida de   la   accionante, SANITAS EPS  tiene la obligación de hacer el cambio de prestador si afecta al paciente, en aras de establecer que causa la afectación a la salud.


ANEXOS Y PRUEBAS

· Copia de la cédula de ciudadanía de la suscrita
· Copia Historia clínica
· Prueba que demuestran que EPS tiene a IPS Rangel Rehabilitación habilitado como prestador de servicio en terapias. 

NOTIFICACIONES

La accionada a la DRA. JANELLIS VILLAVA MARTINEZ, Representante Legal SANITAS EPS, recibirá la recibirá notificaciones en el barrio San Francisco. 
La accionante recibirá notificaciones en el correo electrónico: shirlylinda5@gmail.com
celular: 3015327012


Del señor Juez,


SHIRLEY HERNANDEZ PACHECO
No. CC. 1.123.629.044 de San Andrés Islas
